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                                                              QUEJA-137/2016-2


San Luis Potosí, San Luis Potosí, 25 veinticinco de octubre de 2016 dos mil dieciséis.

Vistos para resolver los autos que conforman el expediente 137/2016-2 del índice de esta Comisión, relativo al recurso de queja interpuesto contra actos del GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ a través de la CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO, por conducto de su TITULAR, de la DIRECTORA DE CONTRALORÍA SOCIAL y TITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA y,
R E S U L T A N D O S

Solicitud de acceso a la información pública


PRIMERO. El 07 siete de marzo de 2016 dos mil dieciséis el recurrente presentó un escrito dirigido a la CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO, en el que, en esencia, solicitó lo siguiente:
“[…]
Las ACCIONES Y MEDIDAS que ha tenido usted Señor Contralor General del Estado de S.L.P. y responsable del Organo (sic) de Control Interno del mismo que tomar en cuenta para poder atender, actuar, intervenir, investigar, auditar y lo más importante CONTROLAR en colaboración de sus Organos (sic) de Control de la dependencia a su cargo y cumplir con la Constitución Federal y Leyes que de ella emanan, respecto a mis documentos que he entregado en su despacho haciéndole de su conocimiento que los RECURSOS PUBLICOS (sic) APORTADOS POR EL GOBIERNO ESTATAL, para un PAGO de un supuesto Estímulo al Desempeño Docente (Estar Frente al Grupo de Alumnos), de docentes de la “Benemérita” y Centenaria Escuela Normal del Estado “BECENE” […]”
(Visible en foja 4 y 5 de autos) 

Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública 

SEGUNDO. El día 16 dieciséis de marzo de 2016 dos mil dieciséis el solicitante fue notificado de la respuesta dada por la CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO misma que es como sigue:

[image: image1.png]Por este conducto, con fundamento en lo dispuesto por los articulos 61, fracciones 1y Vily
73, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacion Publica del Estado, 43 y 44, de
la Ley Organica de la Administracion Publica del Estado, asi como el articulo 5° del
Reglamento Interior de la Contraloria General del Estado y articulo Primero del Acuerdo por
medio del cual se establece que el Director de Contraloria Social o Servidor Pablico que
gesigne el Contralor General del Estado sea el Titular e la Unidad de Informacion Piblica,
publicado el 14 de mayo de 2014 en el Periédico Oficial del Estado Libre y Soberano de
San Luis Potosi: y en atencion a su solicitud de informacien realizada por escrito, de fecha
04 de marzo de 2016 y recibida en esta Contraloria el dia 07 de marzo del presente afio.y
registrada con folio E-003/2016, mediante la cual solicita: *...conocer. saber, consultar,
acceso, transparencia y rendicion de cuentas. con su reproduccion correspondiente que
resulte, una vez que se tenga acceso y sea consultada, las acciones y medidas que ésta
Contraloria General del Estado, ha tenido que tomar en cuenta para poder atender, actuar,
Intervenir, investigar, auditar y controlar en colaboracion con los 6rganos de control de esta
dependencia. respecto a los recursos aportados por el Gobiemo Estatal, para el pago de
un supuesto estimulo al desemperio dogente (estar frente al grupo de alumnos). de
docentes de la Benemérita y Centenaria Escuela Normal del Estado, perteneciente afd
Direccién del Sistema Educativo Estatal Regular...". solicitando, la documentacién

resultante de las acciones y medidas tomadas de lo anteriormente expuesto.

Al respecto. estando dentro del término legal concedidopor el articulo 73 de la Ley de
Transparencia y Acceso a la Informacion Publica del Estado de San Luis Potosi, le

comunico, que el Titular de esta Contraloria General del Estado, ha tenido_puntual

os y cada uno de sus escritos presentados. ya que todos los
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ASUNTO: Se contesta solicitud de informacion
San Luis Potosi, $.L.P.; a 16 de marzo de 2016

documentos que se reciben en esta Contraloria General del Estado, signados por Usted o
por cualquier ciudadano. son valorados para considerar las acciones que esta Dependencia
realizara de conformidad con 0 expuesto en los mismos

ma Educativo

Podrén ser consultados de acuerdo con o estabiecdo en la normatividad vigente.

Finalmente, en cumplimiento a lo sefialado por el itimo parrafo, del articulo 73, de a Ley
de Transparencia y Acceso a la Informacion Piblica del Estado de San Lus Potosi, se le
hace saber que en caso de inconformidad con el contenido de esta respuesta, podra
interponer Recurso de Queja ante la Comisién Estatal de Garantia de Acceso a la
Informacién Publica del Estado, dentro de quince dias habiles, contados a partirde la fecha

de notficacion de la misma: lo anterior, en términos de lo previsto por los numerales 98 y
99 de la propia Ley.

Sin otro particular por el momento, me es grato enviarle un saludo cordial

ATENTAMENTE

CRISTINA GARCIA NALES
DIRECTORA DE CONTRALORIA SOCIAL
YTITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACION PUBLICA
DE LA CONTRALORIA GENERAL DEL ESTADO.




(Visible en fojas 17 y 18 de autos) 
Inconformidad del solicitante 


TERCERO. El 28 veintiocho de marzo de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información interpuso el recurso de queja ante esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública del Estado, en contra de la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública mencionada.
Admisión del recurso de queja

CUARTO. El 01 uno de abril de 2016 dos mil dieciséis la Presidente de este órgano colegiado dictó un proveído en el que admitió a trámite el presente recurso de queja; tuvo como ente obligado al GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ a través de la CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO, por conducto de su TITULAR, de la DIRECTORA DE CONTRALORÍA SOCIAL y TITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA; se le tuvo al recurrente por ofrecidas las pruebas documentales que anexó a su escrito, la cuales se admitieron y se tuvieron por desahogas en virtud de su propia y especial naturaleza; se le tuvo por señalado domicilio para oír y recibir notificaciones; el Presidente de esta Comisión anotó y registró en el Libro de Gobierno el presente recurso con el expediente 137/2016-2; se requirió a los entes obligados para que dentro del plazo de tres días hábiles rindieran un informe en el que argumentaran todo lo relacionado con el presente recurso y remitieran todas las constancias que tomaron en cuenta para dar respuesta en el sentido en que lo hicieron; por otra parte, los entes obligados deberían de informar a esta Comisión de Transparencia si tenían la obligación legal de generar, administrar, archivar o resguardar la información solicitada; que de conformidad con el artículo 77 de la ley de la materia se les hizo saber a los entes obligados que para el caso de que argumentaran la inexistencia de la información, al momento de rendir su informe, deberían de remitir copia certificada de las constancias que acrediten las gestiones que han realizado en relación con dicho numeral; se les requirió para que manifestaran si existía impedimento para el acceso o la entrega de la información de conformidad con los artículos 41 y 53 de la ley de la materia, esto es, cuando se trate de información reservada o confidencial; asimismo se les apercibió que en caso de no rendir el informe en la forma y términos requeridos se le impondrían en su contra las medidas de apremio establecidas en el artículo 114 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado; se les corrió traslado con la copia simple del escrito de queja y de sus anexos; se les previno para que acreditaran su personalidad, así como para que señalaran persona y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad. 

Rendición del informe


QUINTO. El 08 ocho de abril de 2016 de dos mil dieciséis esta Comisión dictó un proveído en el que tuvo por recibido número CGE-UTAI-065/2016 signado por quien comparece como Directora de Contraloría Social y Titular de la Unidad de Información Pública,  recibido en esta Comisión el día 07 siete de abril del año en curso con 03 tres anexos que se acompaña; se le tuvo por rendido en tiempo y forma el informe solicitado; por expresados los argumentos que a sus intereses convinieron; por ofrecidas y desahogadas las pruebas documentales que ofrecieron quienes así lo hicieron; por señalando personas y domicilio para oír y recibir notificaciones; se turnó el asunto para resolver a la ponencia de la Comisionada M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo cual se procedió a elaborar la presente resolución y,

CONSIDERANDO

Competencia

PRIMERO. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer y resolver la presente queja de conformidad con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 81, 82, 84, fracciones I y II, 99 y 105 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado, por lo que se procede al estudio del asunto en cuestión y el dictamen de la presente resolución.

Vía


SEGUNDO. En la especie, la vía elegida por el promovente es la correcta, en razón de reclamar ante este órgano colegiado la violación a su derecho fundamental de acceso a la información pública, ya que se inconforma por la respuesta a su solicitud de información pública, supuesto éste que encuadra en los artículos 74 y 98 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Formalidades del recurso

TERCERO. Resultó procedente la admisión y substanciación del recurso de queja, toda vez que el recurrente observó íntegramente las formalidades establecidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, porque cumplió con cada uno de los requisitos exigidos por los artículos 100 y 101 de la invocada ley.

Temporalidad del recurso


CUARTO. El medio de impugnación fue planteado oportunamente, es decir, dentro del plazo de los quince días que establece el primer párrafo del artículo 99 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, ya que la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública fue notificada al solicitante el día 16 dieciséis de marzo de 2016 dos mil dieciséis, por lo tanto, el plazo para interponer la queja comenzó a partir del día siguiente, es decir, el día 17 diecisiete de marzo y el presente recurso fue interpuesto el día 28 veintiocho del mismo mes, es decir, al tercer día hábil, sin contar los días 19 diecinueve y 20 veinte de marzo por tratarse de sábado y domingo, así como también del día 21 veintiuno al 25 veinticinco de marzo por tratarse de días inhábiles para esta Comisión.
Legitimación 


QUINTO. En la especie el recurrente es el legitimado para presentar el presente recurso de queja, ya que él fue el que presentó la solicitud de acceso a la información pública y las respuestas recaídas a ésta es precisamente a aquél a quien le pudiera deparar perjuicio.

Consideraciones y fundamentos


SEXTO. El recurrente acudió a esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública a interponer el medio de impugnación de que se trata, en contra de las autoridades mencionadas por las respuestas dadas a su solicitud de acceso a la información pública.


1. Estudio de los agravios.


Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública analiza los agravios del recurrente de conformidad con lo siguiente:


1.1. Agravio.


Ante todo es necesario desentrañar el sentido de dicha palabra, que en sentido muy amplio, es  el equivalente a un perjuicio o, en sentido estricto es la afectación de un interés jurídico subjetivo del solicitante de la información o, en otras palabras, es la afectación que el quejoso manifiesta en su derecho de acceso a la información en el sentido de que la respuesta transgrede cualquiera de los supuestos previstos el primer párrafo del artículo 98 de la propia ley de la materia.


En efecto, aunque la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado no establece dicha palabra ni en sentido amplio ni en sentido estricto, ésta se desentraña del primer párrafo del artículo 98
 de la Ley de Transparencia que establece algunos de los supuestos por los cuales los recurrentes pueden presentar el recurso de queja ante esta Comisión de Transparencia y que son cuando a las personas se les niegue el acceso a la información o considere que la información que le fue entregada es incompleta, no corresponde con la que pidió o bien, no esté de acuerdo con la entrega de la información en tiempo, el costo de la información, su formato o la modalidad de entrega.


Ahora, esos supuestos mencionados se traducen como agravios que no son más que la transgresión a la Ley de Transparencia y, a la luz de las inconformidades del recurrente –agravio– ya que de éstas se desprende de las propias inconformidades que el quejoso realice en su recurso de queja.


1.2. Agravios del recurrente.


En la especie el recurrente, después de narrar los hechos, expresó como motivos de inconformidad, los siguientes:

· Que la respuesta se le proporcionó fue de manera incompleta y parcial.

1.3. Agravios fundados.


Lo fundado del agravio depende de que al recurrente le asiste la razón en los motivos de inconformidad que al efecto expresó, esto es, que efectivamente está demostrado que hay una transgresión al derecho de acceso a la información pública en términos del artículo 98 de la Ley de Transparencia.


En la especie, el agravio es fundado, tal y como se expone de la manera siguiente.

Ahora bien, como se observó, al momento que el recurrente presentó su escrito de solicitud a la información pública, en esencia, solicitó e actualmente por meediola documentación resultante de las acciones y medidas tomadas por el Contralor General para intervenir, auditar y controlar en colaboración de sus órganos de control de la dependencia, para el pago de un supuesto estímulo al desempeño docente de docentes de la Benemérita y Centenaria Escuela Normal del Estado.
A lo anterior, como quedó demostrado en el resultando segundo, al momento que el ente obligado emitió una respuesta, manifestaron que, respecto a las acciones vinculadas a los recursos públicos destinados al programa de estímulo al desempeño docente de los maestros de la Benemérita y Centenaria Escuela Normal del Estado, que actualmente por medio de la Contraloría Interna del Sistema Educativo Estatal Regular, existía una auditoria en progreso, por lo que, una vez que se concluyera en cada una de sus etapas y se hicieran públicos los resultados, esos podrían ser consultados.
No conforme con la respuesta, una vez que le fue notificada al quejoso, el mismo presentó su actual recurso de queja, en el cual manifestó como motivo de inconformidad que la respuesta que se le había otorgado había sido de manera incompleta y parcial, ya que era una verdad que existía una auditoría, pero dicha acción no la documentaba ya que no se había elaborado una autorización u orden escrita por parte del titular de la Contraloría General del Estado para que se iniciara la auditoría en la Contraloría interna del S.E.E.R.
Ahora bien, una vez presentado el recurso de queja, se le requirió al ente obligado para que rindiera un informe, en el que manifestara todo lo relacionado con el presente asunto, motivo por el cual, estando dentro del término legal establecido, al momento que rindió el informe, manifestó que tomando en cuenta que el quejoso únicamente solicitó saber las acciones y las medidas que ese ente obligado había tomado en cuenta para controlar, atender, actuar, intervenir respecto de los recursos aportados para el pago del supuesto estímulo al desempeño docente, manifestando que se le hicieron saber las acciones a través del oficio por el que le dieron respuesta, y que la respuesta se encontraba fundada y motivada, ya que esa Contraloría, en base a sus funciones, debía comprobar por parte de las dependencias y entidades de la administración pública , es por esto que se le había otorgado la respuesta que a través de la Contraloría Interna del S.E.E.R., existía una auditoría en progreso, por lo que, una vez que se concluyera en cada una de sus etapas, y se hicieran públicos los resultados, esos podrían ser consultados de acuerdo a lo establecido en la normatividad vigente y, por último no era posible proporciona al recurrente un resultado que él mismo no había solicitado – el quejoso –, ya que sólo había cuestionado las acciones que se realizaban respecto de los recursos públicos destinados al programa de estímulo al desempeño docente de los maestros de la Benemérita y Centenaria Escuela Normal del Estado, y no había sido posible entregarle la documentación que había solicitado, ya que la auditoría la realizaba la Contraloría interna del S.E.E.R., por lo que ese ente obligado – Contraloría General del Estado – no tenía la obligación legal de generar, administrar, archivar y/o resguardar la información solicitada, a excepción, en su caso, del informe del resultado de la auditoría.
Entonces, como se observó, el ente obligado, sólo manifestó que se estaba realizando una auditoría por parte de la Contraloría Interna por parte del S.E.E.R., así como también manifestó que a ellos no les correspondía en contar con dicha información, ya que ese ente no desarrollaba la auditoría, así como también manifestó, que sólo había respondido eso debido a como el quejoso había requerido la información, ya que sólo había requerido las acciones y medidas, por lo cual se le había respondido de esa manera.
Sin embargo, como se observa en el escrito de solicitud de información del quejoso, el mismo solicitó la documentación resultante de las acciones y medidas, es decir, que solicitó los documentos en los que se hayan basado las acciones y medidas, en otras palabras, el ente obligado, para garantizar un debido acceso a la información pública del quejoso, y con la finalidad de favorecer el principio de máxima publicidad, debió de entregar todos los documentos en los que constara la información solicitada, se insiste, para favorecer el principio consagrado en la Ley de Transparencia del Estado, el cual es el principio de máxima publicidad, le debieron de entregar los documentos en los que se basara la orden de la auditoría, ya que no se debió de entender el hecho de las acciones en sentido limitante, es decir, la finalidad de la Ley de la materia es que el quejoso se allegue a la información que solicitó, lo cual en la especie no aconteció, ya que el ente obligado sólo se limitó a realizar las manifestaciones, más no acreditó ni anexó los documentos en los cuales se ordenaba el inicio de la auditoría por parte de la Contraloría General del Estado, entendiéndose esto como las acciones y medidas que el ente obligado tuvo a bien comenzar, con base el las manifestaciones vertidas por el ahora quejoso, máxime que la Real Academia Española, define el concepto de acción, como sigue:
[image: image3.png]7. 1. Der. En sentido procesal, derecho a acudir a un juez o tribunal
recabando de ¢l Ia tutela de un derecho o de un interés.
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Es decir, es una facultad que, en el asunto que nos atañe, es la facultad del ente obligado para ejercer la acción es decir, realizar actos que corresponden a sus facultades establecidas en la Ley, en otras palabras, contrario a lo que manifestó el ente obligado, si es una facultad de ese ente el tener la información solicitada, así como también, el hecho de que el quejoso haya realizado la manifestación de las acciones y medidas que ha tomado la Contraloría, no se debió de haber limitado por parte del ente obligado, ya que como ya se dijo, debieron de entregar los documentos en los que tomaron base las acciones y medidas tomadas por parte de esa autoridad.

Se dice lo anterior ya que de conformidad con los artículos 6 fracciones VIII y XIX, 8 fracción XVIII, apartado A), fracción V, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, establece:
ARTICULO 6°.- El Contralor General del Estado, tendrá las siguientes atribuciones y facultades:

[…]
VIII.- Autorizar los Sistemas de Control y Evaluación, la práctica de auditorías y de cualquier procedimiento administrativo o jurídico, a que se sometan las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Estatal.

[…]

XIX.- Ordenar la instrucción de procedimientos administrativos, auditorías, revisiones, investigaciones y visitas domiciliarias a servidores públicos, proveedores, contratistas y terceros, cuando esté involucrado el interés público; así como la inmovilización y en su caso secuestro de documentos, archivos o bienes, cuando de ello dependa la resolución de expedientes administrativos competencia de la Contraloría General; y
ARTICULO 8°.- Corresponde a los Directores Generales, el ejercicio de las siguientes atribuciones y facultades de carácter general:

[…]

XVIII.- Las demás que le señalen las Leyes, Reglamentos, Decretos, Acuerdos y Manuales aplicables, así como aquéllas que le confiera la Superioridad. Corresponde en lo específico y de manera enunciativa, a cada una de las Direcciones Generales, las siguientes atribuciones: 

A) Dirección General de Control:

[…]

V.- Fungir como enlace ante la Contaduría Mayor de Hacienda del H. Congreso del Estado, con la Secretaría de la Función Publica y la Auditoria Superior de la Federación y del Estado en su caso, para realizar acciones conjuntas en materia de auditorías, así como seguimiento de sus observaciones y recomendaciones.
De lo anterior se observa, que, en efecto, si le corresponde al ente obligado el conocer de la información solicitada, ya que el Contralor General del Estado, es quien autoriza la práctica de auditorías a las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y ordenas la instrucción de auditorías, entiéndase esto como un acto de autoridad, ya que emana de un ente público, por lo cual, en la especie, el Contralor General del Estado, acorde con sus facultades, fue el que debió de haber conocido sobre la orden de llevar a cabo dicha auditoría.
Entonces, una vez establecido, que si le corresponde al ente obligado el conocer sobre la información que se le solicitó, ya que el Contralor es quien ordena la realización de las auditorías a los entes y quien las autoriza, de conformidad con la Ley de Procedimientos Administrativos para el Estado, todo acto administrativo, debe de ser fundado, motivado y escrito, lo cual, como ya se dijo, el ordenar y autorizar las auditorías, establece un acto administrativo, por lo cual, en esencia, el ente obligado si debe de tener un documento sobre el cual se ordenó la autorización y realización de la auditoría, por más que haya sido por medio de la Contraloría Interna del S.E.E.R., se insiste, quien en esencia lo debió de haber autorizado y conocido fue el Contralor General del Estado, de conformidad con sus atribuciones establecidas en el Reglamento Interno del ente obligado.

Esto también tiene sustento en el artículo 4 fracciones IV y V de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado, los cuales establecen:

ARTICULO 4º. Son elementos del acto administrativo:

[…]

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana; 

V. Estar fundado y motivado;
Por tal motivo, como se demostró, si debe de constar dentro de los documentos del ente obligado la información solicitada, ya que quedó claro que el Contralor General del Estado es quien ordena y autoriza la realización de las auditorias y al ser un acto administrativo, el mismo debe de constar por escrito, así como también el mismo debe de ser fundado y motivado, entonces, por más que por medio del informe hayan manifestado que a ellos no les correspondía el tener dicha información, en la respuesta dada por ellos mismos se observó que manifestaron que se estaba llevando la auditoría y, de conformidad con las normatividades señaladas previamente si les corresponde ya que son quienes ordenan las mismas, por lo cual, se tuvo por entendido que manifestaron su conformidad en admitir que son quienes originan la información que se requirió, motivo por el cual, se le debió de entregar algún documento, en el que si bien, no se tenía el proceso terminado como resultado de la auditoría realizada, para favorecer los principios consagrados en la Ley de Transparencia para el Estado, los cuales son los principios de máxima publicidad, así como que lo es que el quejoso se allegue a la información que solicitó, debieron de entregar, sin embargo, en la especie, no aconteció.
Aunado a esto, como se observó, el recurrente no solicitó el resultado de la auditoría realizada por parte de la Contraloría Interna del S.E.E.R., sino que realizó la manifestación que requería las acciones y medidas tomadas por la Contraloría General del Estado, es decir, que contrario a lo que adujo el ente obligado, el supuesto no encuadra dentro de los términos del artículo 19 fracción XIX, el cual establece:
XIX. La información contenida en los documentos y expedientes relativos a todo tipo de auditorías concluidas y realizadas, para evaluar el ejercicio presupuestal y la gestión de cada dependencia o unidad administrativa del Estado y los municipios, que realicen la Contraloría del Estado, las contralorías internas, la Auditoría Superior del Estado, o la Auditoría Superior de la Federación, o las equivalentes de cualquiera de todas las anteriores, así como las aclaraciones que correspondan;
Es por esto que, como ha quedado demostrado, contrario a lo que adujo el ente obligado, si les corresponde el contar con dicha información, ya que el quejoso fue claro y preciso con la información que señaló, ya que la información la requirió de manera documental y, como se estableció, el Contralor General, es el facultado de ordenar las auditorías y, todo acto que emane de la autoridad, entendiéndose esto como acto administrativo, debe de ser de justificado y motivado, así como también debe de constar por escrito, motivo por el cual, debe de haber algún documento el cual justifique la acción y medida tomada por el ente obligado, entendiéndose este como el documento que solicitó el quejoso y, como se vio, en ningún momento se allegó a la información que solicitó.
Por todos los motivos desarrollados, es que en efecto, el ente obligado, para favorecer los principios consagrados en la Ley de la materia, así como también para cumplir con la misma, debió de entregar todos los documentos que constaran dentro de sus archivos, lo cual, en la especie, no aconteció, ya que se demostró que debían de contar con la información, ya que no se requirió el resultado de la auditoría, sino, las acciones y medidas tomadas por ese ente obligado, entendiéndose esto como la orden y aprobación de la auditoría realizada por parte de la Contraloría Interna del S.E.E.R., sin embargo, el derecho de acceso a la información del recurrente no se cumplió, motivos por los cuales, el agravio del quejoso, resultó fundado.


Lo anterior tiene fundamento en los artículos 2 fracción I, 3 fracciones I, V, XIII, XIX, 5 primer párrafo, 6 primer párrafo, 8, 10, 18 fracción II, 28 y 61 fracción II, 76 de la Ley de Transparencia para el Estado, mismos que establecen:


ARTICULO 2º. Esta Ley tiene por objeto: 

I. Garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública;

ARTICULO 3º. Para efectos de esta Ley se entiende por: 

I. Administración documental: todos los actos o hechos que tengan por objeto la creación, adquisición, entrega, recepción, organización, control, distribución, conservación, custodia, resguardo, restauración, transferencia, selección, depuración, eliminación de documentos, así como las actividades enfocadas a regular, coordinar y dinamizar su uso y divulgación;
[…]

V. Archivo de trámite: conjunto orgánico de documentos de uso cotidiano y necesario para el ejercicio de la función pública de los entes obligados;
[…]

XIII. Documento: oficios, acuerdos, correspondencia, directivas, circulares, minutas, expedientes, reportes, estudios, contratos, actas, convenios, resoluciones, instructivos, memorandos, notas, estadísticas, sondeos, encuestas, expresiones y representaciones materiales que den constancia de un hecho o acto del pasado o del presente, de las entidades y servidores públicos en el ejercicio de sus funciones; o cualquier otro registro que documente la existencia y actividades de los entes obligados, sin excepción de su fuente, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser papeles escritos, o en cualquier medio o formato impreso, sonoro, electrónico, fotográfico, gráfico, visual, holográfico, electrónico o digital;
XIX. Información pública: la información creada, administrada o en posesión de los sujetos obligados, exceptuando la clasificada como reservada o confidencial;
ARTICULO 5º. Toda la información creada, administrada o en posesión de los entes obligados, es un bien público cuya titularidad radica en la sociedad; por tanto, debe estar a disposición de cualquier persona, salvo aquélla que por la afectación de los derechos de terceros y excepciones previstas en la presente Ley, deba resguardarse por su carácter reservado o confidencial […]

ARTICULO 6º. Los entes obligados deben proporcionar la información solicitada en el tipo de documento en que se encuentre. El solicitante puede reproducir por cualquier medio dichos documentos. Cuando la información requerida se encuentre en dos o más tipos de documentos, el solicitante elegirá entre los formatos, para la entrega correspondiente.

ARTICULO 8º. Los servidores públicos y toda persona que formule, produzca, procese, administre, archive y resguarde información pública, es responsable de la misma y está obligada a permitir el ejercicio del derecho de acceso a la información pública en los términos de esta Ley, sin menoscabo de las sanciones contempladas en la Ley de Archivos del Estado de San Luis Potosí.

ARTICULO 10. Para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, la interpretación de esta Ley y de su reglamentación, se orientará a favorecer los principios de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los entes obligados; así mismo, atenderá a los principios constitucionales y a los instrumentos internacionales suscritos y ratificados en esta materia por el Estado Mexicano, y a la interpretación que de los mismos hayan realizado los órganos nacionales e internacionales especializados.

ARTICULO 18. Todas las entidades públicas deberán poner a disposición del público y, difundir de oficio, a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre sus indicadores de gestión y el ejercicio de los recursos públicos, así como:

[…]

II. Las leyes, reglamentos, decretos, acuerdos, circulares, Periódico Oficial del Estado, y demás disposiciones administrativas o instrumento legal, que le dan sustento al ejercicio de sus funciones públicas;
ARTICULO 28. Las unidades de información pública orientarán a los interesados, acerca de la mejor manera de obtener la información a que se refieren los artículos 19, 20, 21, 22, 23, 24 y 25 de este Ordenamiento y, cuando así se lo soliciten, tienen la obligación de proveer la información pública contenida en los documentos que se encuentren en posesión de los entes obligados que correspondan.

ARTICULO 61. Las unidades de información pública realizarán las siguientes funciones:

[…]

II. Difundir, en coordinación con las dependencias y unidades administrativas correspondientes, la información a que se refieren los artículos 18, 19, 20, 21, 22, 23 y 24 de esta Ley;

ARTICULO 76. Las unidades de información pública de cada entidad sólo estarán obligadas a entregar documentos que se encuentren en sus archivos. De no estar en sus archivos, las unidades deberán justificar la inexistencia o pérdida de la información solicitada. La obligación de acceso se cumplirá cuando el solicitante tenga a su disposición las copias simples, certificadas o cualquier otro soporte técnico, en el que se encuentre contenida la información solicitada, o cuando realice la consulta de la información en el lugar en el que ésta se encuentre. Cuando la información solicitada ya esté disponible para consulta, se le hará saber por escrito al solicitante, el lugar donde puede consultarla y las formas para reproducir o adquirir dicha información. Una vez entregada la información, el solicitante acusará recibo por escrito en el formato que le proporcione la unidad.
2. Efectos de la resolución.

Con fundamento en los artículos 75, 81, 82, 84, fracciones I y II, 99 y 105, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, esta Comisión de Transparencia modifica por los fundamentos y las razones desarrolladas en el presente considerando y, por ende, se conmina al sujeto obligado para que entregue al quejoso la información que pidió en su solicitud de acceso a la información pública y que es:

· Los documentos base de las acciones y medidas tomadas por el Contralor General del Estado para ordenar y autorizar la auditoría.
3. Forma de entrega de la información.

Como el quejoso señaló un correo electrónico para recibir y oír notificaciones, el asunto concluye con la notificación de la presente resolución y que por ende, lo que se pretende es que el quejoso acceda a la información y en el caso concreto éste señaló un correo electrónico para oír y recibir la información, por este conducto –correo electrónico del quejoso– el ente obligado debe de entregar la información. En caso de que el correo electrónico sea inexistente o bien, lo rechace el servidor electrónico que presta el servicio, y previos intentos de notificación por parte del ente obligado, entonces, en este supuesto el ente obligado debe de notificar que la información ya está disponible para el solicitante en los estrados de esa Secretaría. 


4. Inexistencia de la información.


En caso de que la autoridad, después de hacer la búsqueda exhaustiva de la información, es decir, después de girar oficios a las áreas u oficinas correspondientes y éstas manifiesten que no encontraron la información, entonces el Comité de Información con los documentos que acrediten su dicho, deberá de declarar formalmente la inexistencia de esa información en los archivos de esa entidad obligada.

5. Plazo para el cumplimiento de esta determinación.


Con fundamento en los artículos 2°, 5°, 8°, 14, 15, 16 fracción I, 73, 75, 81, 82 y 84 fracciones I y II, 105 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, mismos que conceden facultades a este Órgano Garante de interpretar y aplicar las disposiciones de la Ley en cita; por consiguiente, el Pleno de esta Comisión, de conformidad con el artículo 4 de la Ley de Transparencia, aplica de forma supletoria lo que establece el artículo 993 del Código Procedimientos Civiles vigente en el Estado, que dispone que las sentencias que condenan a hacer alguna cosa, el juez señalará al que fue condenado, un plazo prudente para el cumplimiento, atendidas las circunstancias del hecho y de las personas, así pues, y toda vez que la Ley de la materia no establece un plazo específico para el cumplimiento de las resoluciones que dicta esta Comisión, se aplica el artículo antes citado, mismo que otorga una facultad discrecional al Juzgador para determinar un plazo en el cumplimiento de las sentencias, por ende, este órgano garante se acoge al precepto legal antes invocado para valorar y determinar el plazo del cumplimiento de las resoluciones que emite esta Comisión, en el caso concreto, de ponderar las circunstancias de hecho y de actuar en consecuencia con la finalidad principal de regular aspectos específicos de la ley de la materia, complementando así las atribuciones o funciones que se otorga a este Órgano.
 
En mérito de lo anterior, se le concede al ente obligado el plazo de 10 diez días, contados a partir del día siguiente de su notificación, para efectos de que cumpla esta resolución en sus términos; se estima dicho periodo, ya que como el ente obligado quedó constreñido a entregar la información que le fue solicitada, y resulta pertinente conceder dicho término en analogía al artículo 73 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

Ahora bien, una vez que transcurra dicho término, esta Comisión requiere al ente obligado para que en tres días hábiles adicionales informe sobre el cumplimiento del presente fallo con los documentos fehacientes (originales o copia certificada de documentos y bandeja de salida del correo electrónico), con fundamento en el artículo 131, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles del Estado, aplicado de manera supletoria a la Ley de la materia, de conformidad con su artículo 4°, y en caso de no cumplir con esta resolución esta Comisión iniciará el procedimiento para la imposición de sanciones prevista por los artículos 15, 84, fracción XX, 109, fracción IV y demás relativos de la invocada Ley.

RESOLUTIVO 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, SE RESUELVE:


ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.

Notifíquese personalmente la presente resolución a las partes de conformidad con lo dispuesto por los artículos 106, 108, 119 y 122 del Código de Procedimientos Civiles de este Estado de aplicación supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí de acuerdo con su artículo 4. 


Así lo resolvieron por unanimidad de votos en sesión extraordinaria de Consejo el 25 veinticinco de octubre de 2016 dos mil dieciséis, los Comisionados integrantes de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y, Mtro. Alejandro Lafuente Torres, siendo ponente la primera de los nombrados, con fundamento en los artículos 81, 82, 84, fracciones I y II  y 105, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública vigente en esta Entidad Federativa, quienes firman con la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Ejecutiva que autoriza y da fe. 
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA QUEJA 137/2016-2 QUE FUE PRESENTADA EN CONTRA DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 25 VEINTICINCO DE OCTUBRE DE 2016 DOS MIL DIECISÉIS.

L/EQU.
� ARTICULO 98. La persona a quien se le niegue el acceso a la información, considere que la información entregada es incompleta, no corresponde con la requerida en su solicitud, o no esté de acuerdo con el tiempo, costo, formato o modalidad de entrega, podrá interponer queja ante la CEGAIP.





